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«Del diputado Ricardo Monreal Ávila, de Morena, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Con la venia de la presidencia, honorable Asamblea, pue-
blo de México, compañeras y compañeros legisladores:

Hoy abordamos una problemática que duele, por la coti-
dianeidad en que se presenta, pero también por los daños
directos e indirectos que inflige a nuestra sociedad, direc-
tos, cuando se presenta como un delito consumado, gene-
rando daño patrimonial a la víctima; indirectos, porque
consumado o no, genera en la sociedad una sensación de
inseguridad. La extorsión y su tentativa, es un delito que
impone grandes desafíos a la autoridad por las múltiples
modalidades en que se comete, se trata pues de una con-
ducta antijurídica que ha evolucionado y que como un cán-
cer, se ha extendido a cada uno de los rincones de nuestro
país. No sólo se trata de uno de los delitos de mayor inci-
dencia, sino que por sus características puede ser cometido
en diversos medios, pero casi siempre a la distancia. 

Ese nefasto fenómeno combina el fácil acceso a avances
tecnológicos como las transferencias electrónicas instantá-
neas, la consulta pública de mapas o planos detallados de
prácticamente cualquier rincón del país y el anonimato que
brinda una conexión telefónica, con la explotación de datos
personales inadecuadamente protegidos o ilegalmente
transferidos y el uso de técnicas sicológicas para amedren-
tar, causar miedo e inducir a una –generalmente falsa– per-
cepción de vulnerabilidad, que lleva a la víctima a acceder
a las demandas del extorsionador.

Así, han sido víctimas de la extorsión (fundamentalmente
por medios remotos) millones de familias mexicanas, amas
de casa, trabajadores, agricultores, pequeños y medianos
comercios, productores, restauranteros y por supuesto em-
presarios, que han sido despojados de mayores o menores
cantidades de dinero y han visto arrebatada su tranquilidad
y seguridad.

El Estado mexicano es consiente que esta enfrentando una
multiplicidad de actores que delinquen en modalidades di-
versas y cambiantes que atentan contra la seguridad del
pueblo de México, es por ello que asume enérgicamente
con responsabilidad la seguridad pública del país, así la ti-
tular del Gobierno de México y guía de la Cuarta Transfor-
mación, tuvo a bien presentar una iniciativa de reforma
constitucional que tiene como objetivo diseñar y ejecutar
una estrategia integral y con alcance nacional para el com-
bate efectivo del delito de extorsión, considerando su gra-

vedad, modalidades, incidencia y las dañinas repercusiones
económicas, comerciales, físicas y psicológicas a las vícti-
mas. Esta propuesta pone el acento en las víctimas, no las
relega ni las coloca en un segundo o tercer plano, por el
contrario las dotará, desde la propia ley que en su momen-
to se emita, de herramientas efectivas de protección, de-
fensa, mitigación, denuncia, seguimiento y reparación. La
mera reforma constitucional implica el reconocimiento  de
que  nos  encontramos   ante  un  grave   problema   que   se
encuentra arraigado en nuestro México. Visibilizar este fe-
nómeno es el primer paso para erradicarlo, pero ello no va
a suceder sin la coordinación y cooperación efectiva y
oportuna de las autoridades competentes de los tres órde-
nes de gobierno y, por supuesto, de la propia sociedad.

De acuerdo con cifras dadas a conocer por el Secretariado
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública
(SESNSP), de enero de 2019 a junio de 2025, el delito de
extorsión ha tenido un aumento en su incidencia nacional
del 27.7%, al pasar de 23.93% a 30.55%. Son cifras alar-
mantes, pues de los delitos de alto impacto es el único que
ha presentado un incremento. Habida cuenta de esto, resul-
ta esencial atender las causas estructurales que lo generan.

La extorsión es, en su conceptualización más simple, el uso
de amenazas y mecanismos coercitivos encaminados a ob-
tener indebidamente un beneficio, generalmente dinero.
Sin embargo, en el contexto actual, ocurre que la facilidad
con la que se puede cometer este delito ha llevado a los cri-
minales a diversificar y perfeccionar su modus operandi al
grado de volver complicada su clasificación, la determina-
ción de las autoridades territorialmente competentes e in-
cluso las estrategias para su combate. Por ejemplo ¿qué au-
toridad conducirá las investigaciones cuando una extorsión
es perpetrada mediante una llamada hecha en Guanajuato,
concretada con un pago hecho en Campeche y facilitada
por datos indebidamente trasferidos desde Jalisco?  

Podemos hablar de extorsión remota cuando ésta se pre-
senta por vía telefónica, por plataformas sociales o aplica-
ciones. Incluso el secuestro y encriptamiento de informa-
ción digital y la posibilidad de recuperarlos a cambio de
dinero, valores o activos virtuales (el llamado ransomwa-
re) contiene elementos de tipicidad que pueden ser clasifi-
cados como otro medio de extorsión. 

Por su parte la extorsión en su modalidad de cobro por “de-
recho de piso”, está asociada a la delincuencia organizada
y no sólo azota a agricultores, productores y distribuidores
de productos agrícolas, sino que se ha extendido al sector



pecuario, restaurantero y hasta microempresas, se trata de
una de las más crueles y violentas actividades delictivas,
pues no sólo irrumpe con la paz de las familias, los despo-
ja de sus patrimonios, de sus estilos de vida e incluso en el
peor de los casos les arrebata la vida. Esta modalidad sue-
le cruzar la frontera de la mera amenaza al daño directo y
generar un concurso de delitos que van desde el daño pa-
trimonial, como puede ser la vandalización, incendio o des-
trucción de negocios, hasta la disrupción de la integridad
personal, que puede ir desde lesiones hasta el homicidio. 

Imagínense compañeras y compañeros este tipo de extorsión
empezó imponiéndoles cuotas a los agricultores, primero en
función de la cosecha, ahora por metro cuadrado, en el caso
de Estado de México, Chiapas y Veracruz; para el caso de
Guerrero y Michoacán a productores del limón se les cobra
un porcentaje de acuerdo al número de hectáreas para que
puedan trabajar sus propias tierras y en temporada de cosecha
se les cobra una cuota a los cortadores. Esta situación ha lle-
vado a la desesperación y hartazgo a muchos campesinos, en
2024 en el poblado de Texcapilla, municipio de Texcaltitlán,
en el Estado de México, mujeres y hombres campesinos, can-
sados de las amenazas y extorsiones del crimen organizado
respondieron en legítima defensa en un crudo enfrentamien-
to con palos y machetes, lo que no solo los colocó en una
condición de completa vulnerabilidad sino que incluso cobró
la vida de varios de ellos. 

Es evidente que esta situación no sólo trae consigo violencia
sino también impunidad, alentada por una muy grave cifra
negra. Provoca además el desplazamiento forzado de fami-
lias. Esto no sólo tiene un impacto negativo en la estabilidad
del país sino fundamentalmente en la economía familiar, en
la economía local y por consiguiente en la economía federal. 

Respecto de las extorsiones que no exigen un cobro de re-
curso, buscan tener control sobre cierto tipo de actividades,
sobre cierto tipo de mercados y son las que se están susci-
tando en diversas partes del país están muy enfocadas al
control de ciertos mercados, son los que prohíben la venta
determinados bienes de consumo o la siembra de ciertos
productos, incluso a éstos se les impone vendérselos a los
acopiadores, también del crimen, que imponen el precio
que quieren. Aquí lo que se busca es el control de activida-
des económicas que haga posible la integración a la econo-
mía de recursos provenientes de otras actividades ilícitas,
es decir, lavado de dinero.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización de
Empresas (ENVE) 2024, del INEGI, el delito de extorsión se

ubicó en el tercer sitio, inmediatamente detrás del robo y el
fraude. Durante 2023, se cometieron, al menos, 747 mil deli-
tos de extorsión, de estos, 113 mil correspondieron a delitos
de extorsión en la calle, en el estacionamiento, o cobro de pi-
so y en el 67.0 % de los casos, las amenazas fueron tan con-
vincentes, que las víctimas entregaron lo solicitado. 

Compañeras y compañeros, les recuerdo que nosotros re-
presentamos un movimiento social que no tiene preceden-
te alguno en la historia de México, estamos comprometidos
con el pueblo de México y le debemos lealtad, por tanto,
nuestra misión principal es erradicar todo aquello que lo
lastime o lo dañe y que se escuche fuerte y claro: nosotros
no pactamos con el crimen organizado, por el contrario es-
tamos dando pasos firmes para combatir esa crisis de inse-
guridad que sembraron e hicieron germinar los gobiernos
priistas y panistas. 

Reconocemos que las acciones emprendidas durante la ad-
ministración pasada para mejorar la seguridad y recuperar
la paz en todo el país, han representado un avance signifi-
cativo, sin embargo, es necesario profundizar en la aten-
ción a las causas estructurales de la violencia y la reduc-
ción de la criminalidad y de la impunidad, principalmente,
ante este delito que nos carcome todos los días y cuya pre-
vención y combate han sido insuficientes. Es por ello que
la administración de nuestra presidenta, la doctora Claudia
Sheinbaum Pardo, lo contempla en su Programa Nacional
de Desarrollo, también ha impulsado reformas estructura-
les para fortalecer el marco jurídico y mejorar la coordina-
ción de estrategias de seguridad a nivel nacional y regional.
Otra de las acciones a resaltar es la puesta en marcha de la
Estrategia Nacional contra la Extorsión, para prevenir y
proteger a la población de este delito y que es posible gra-
cias a la nueva Ley del Sistema Nacional de Investigación
e Inteligencia, misma que permite a diversas autoridades
compartir información y robustecer las investigaciones. El
gobierno de la 4T no está con los brazos cruzados, no mi-
nimiza el problema, no oculta cifras, por el contrario a tra-
vés de diversos instrumentos busca regresarle la paz y su
seguridad a México.

Así, la propuesta que hoy discutimos y que es impulsada
por nuestra presidenta, en mucho abonará a que se continúe
con la construcción del segundo piso de esta cuarta trans-
formación. El presente dictamen, que adiciona la extorsión
como materia concurrente, sienta las bases para expedir la
ley general que establezca la homogeneización del tipo pe-
nal, sus agravantes, los delitos vinculados y sus sanciones,
para establecer mecanismos de atención efectiva a las víc-



timas, ofendidos y testigos, para determinar estrategias
conjuntas que resulten en líneas de investigación efectivas,
y, fundamentalmente, para cerrar los espacios propicios pa-
ra la comisión de este delito, para reducir y erradicar su in-
cidencia y lograr la reparación integral del daño, bajo los
principios de coordinación y colaboración institucional. 

Por otra parte, es importante resaltar que gracias a ley del
Sistema Nacional de Investigación e Inteligencia se estará
en posibilidad de tener un combate estratégico de este de-
lito mediante acciones de investigación e inteligencia, que
cuenten con programas y capacitación de personal especia-
lizado, canales de denuncia, seguimientos coordinados,
atención pronta y efectiva a las víctimas, ofendidos y testi-
gos, líneas de investigación efectivas para lograr la repara-
ción integral del daño.

Concluyo enfatizando que esta propuesta se ajusta a la Es-
trategia Nacional de Seguridad Pública 2024-2030, estrate-
gia que nosotros aprobamos y de la que somos correspon-
sables. Por ello, los insto a votar a favor, a acudir a sus
electores para escuchar sus propuestas e inquietudes y dar-
les forma en iniciativas que formen parte de esa ley gene-
ral que, en su momento, abordará el delito de extorsión de
manera integral y coordinada mediante una política crimi-
nal nacionalmente unificada, involucrando a las institucio-
nes de seguridad pública y utilizando tecnologías y siste-
mas informáticos para mejorar la investigación y
persecución del delito. La expedición de la ley general en
la materia es una necesidad y por tanto un mandato de
nuestro pueblo.

Compañeros y compañeras, les pido que votemos a favor
del presente dictamen, las diputadas y diputados de More-
na votaremos a favor porque, por convicción, nos es obli-
gado ponernos del lado del pueblo y actuar con responsa-
bilidad y compromiso. Combatamos la extorsión con
estrategia e inteligencia. Erradiquemos ese cáncer que en-
ferma a nuestro México ¡construyamos un México seguro
y justo, sin extorsión y sin impunidad!

Es cuanto. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de 2025.— 
Diputado  Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»



«De la diputada María del Rosario Orozco Caballero, de
Morena, posicionamiento relativo al dictamen.

Con su venia, diputada Presidenta.

Actualmente las células criminales en México, se mani-
fiestan en una diversidad de conductas delictivas  perpetra-
das esencialmente con fines de lucro, cuyos efectos se ex-
tienden a lo largo del territorio nacional.

El delito de extorsión en México representa una grave ame-
naza para la seguridad y estabilidad económica de millones
de ciudadanos, así como de pequeñas y medianas empresas. 

La extorsión ha sido recurrentemente utilizada como un
modus operandi de la delincuencia organizada para tener
ingresos económicos considerables, este fenómeno genera
pérdidas económicas significativas, limita el desarrollo de
negocios y crea un clima de miedo y vulnerabilidad.

Desafortunadamente, la mayoría de los delitos que ocurren
en nuestro país no se denuncian.

Con una tasa de denuncia menor al 3%, la extorsión se
mantiene como uno de los delitos de mayor crecimiento y
alta cifra negra en el país.

• De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización
y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) duran-
te 2023, se cometieron 747 mil delitos de extorsión. De
estos, 113 mil correspondieron a delitos de extorsión en
la calle, en el establecimiento, o cobro de piso. 

•En el 67% de los casos, se entregó lo solicitado.

• La incidencia del delito de extorsión es de tal gravedad
que en el año 2018 se registró un promedio diario de
18.89 extorsiones.

• De acuerdo con los datos del Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, los estados
de México, Guanajuato, Veracruz y Nuevo León con-
centraron el 61.8% de las víctimas del año 2024 y de
enero 2025;  sólo el Estado de México acumula el
33.1%.

Para hacer frente a este delito, actualmente el Código Pe-
nal Federal establece en su artículo 390 lo siguiente:

“Comete el delito de extorsión quien, sin derecho obligue
a otro a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar algo, para obte-
ner un lucro para sí o para otro, o causando a alguien algún
perjuicio patrimonial.”

Una problemática que se presenta para el combate eficaz de
este delito a nivel nacional es la falta de homologación de las
penas, pues actualmente, el Código Penal Federal y los có-
digos locales establecen un promedio de pena mínima de
cuatro años seis meses y 12 años de pena máxima, rango que
evidencia una discrepancia aritmética notable entre las penas
previstas en los diferentes códigos sustantivos. 

Mientras que, en el ámbito federal, la penalidad es de dos
a ocho años, en Oaxaca las penas van de uno a tres años, y
en Chihuahua oscilan entre cinco a 30 años, por citar algu-
nos ejemplos. Esta disparidad debe ser corregida.

Se puede afirmar que no existe una política unificada sobre
la gravedad y la justa punibilidad del delito de extorsión a
nivel nacional, a pesar de ser una de las conductas delicti-
vas de mayor incidencia y gravedad en el país. 

Ante estas cifras, es urgente que el Estado mexicano cuen-
te con un marco normativo que permita a las autoridades
tener una mayor capacidad de respuesta ante las necesida-
des actuales. 

En el Grupo Parlamentario de Morena, respaldamos esta
iniciativa enviada por nuestra presidenta, la doctora Clau-
dia Sheinbaum, pues con la expedición de este marco legal
se consolidará la Estrategia Nacional contra la Extorsión
emprendida por la presidenta y coordinada por la Secreta-
ría de Seguridad y Protección Ciudadana, en la que se plan-
tean cinco ejes rectores que consisten en:

1. Detenciones mediante investigación e inteligencia;

2. Fomento a la creación de Unidades Antiextorsión 
locales;

3. Aplicación del protocolo de atención a víctimas;

4. Capacitación a operadores en manejo de crisis y ne-
gociación e;

5. Implementación de una campaña de prevención 
nacional. 



Este instrumento nos permite diseñar estrategias contun-
dentes para reducir la violencia y proteger a la población
mediante medidas preventivas y reactivas que respeten los
derechos humanos y promuevan la paz social. 

Esta iniciativa marca un antes y un después en la capacidad
de respuesta ante el crimen. 

Pues con esta iniciativa se dota al Congreso de la Unión de
la facultad para expedir una ley en la materia de extorsión
y de esta manera se fortalece la capacidad del Estado para
enfrentar la criminalidad de manera más eficiente. 

¡Es tiempo de actuar con firmeza, justicia y compromiso!

Es cuanto, muchas gracias   

Suscribe

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de 2025.— Di-
putada María del Rosario Orozco Caballero (rúbrica).»



De la diputada Montserrat Ruiz Páez, de Morena, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Hoy esta soberanía no discute un mero tecnicismo jurídico.
Hoy asumimos corresponsabilidad histórica la tarea de en-
frentar uno de los delitos que más lastiman a la nación: la
extorsión. Un crimen que no solo roba dinero, sino que
arrebata tranquilidad, paraliza la economía local y siembra
miedo en cada rincón del país.

La extorsión es el impuesto criminal que la delincuencia
cobra a nuestra gente. Es la llamada que amenaza al co-
merciante, es el cobro de piso que arruina al empresario, es
la intimidación digital que llega a cada hogar. Es un delito
que no distingue clase social ni territorio, que afecta por
igual al pequeño negocio, al productor agrícola, a las fami-
lias trabajadoras y a las grandes industrias. Y frente a su ex-
pansión, el Estado mexicano no podía seguir fragmentado
ni atado a disparidades legales que solo fortalecían a los
delincuentes.

La realidad es clara: mientras el Código Penal Federal pre-
vé penas de dos a ocho años, en Oaxaca apenas se contem-
plan de uno a tres años, y en Chihuahua alcanzan hasta 30.
Las multas van de 36 mil pesos en algunos estados hasta
más de 600 mil en otros. 

Por ello, compañeras y compañeros, votar a favor de esta
reforma es votar a favor de la gente que vive con miedo a
contestar el teléfono. Es votar a favor de los comerciantes
que cada día abren sus cortinas con incertidumbre. Es vo-
tar a favor de la dignidad nacional frente a la delincuencia
organizada. Hoy no decidimos entre un sí o un no técnico,
hoy decidimos entre seguir con un país fragmentado o dar
un paso firme hacia un México más justo, más seguro y
más unido.

Por eso, desde esta tribuna, decimos con convicción: ¡Sí a
la reforma constitucional! ¡Sí a la Ley General contra la
Extorsión! ¡Sí a la justicia y a la seguridad para el pueblo
de México!

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de 2025.— 
Diputada Montserrat Ruiz Páez (rúbrica).»



«Del diputado Alonso de Jesús Vázquez Jiménez, del
PAN, posicionamiento relativo al dictamen.

Nos encontramos ante una reforma constitucional impos-
tergable. La propuesta de modificar el artículo 73 de nues-
tra Carta Magna que busca legislar en materia de extorsión
y, con ello, podremos establecer el tipo de extorsiones, ho-
mologar tipos penales y sanciones en todo el país, sentan-
do las bases de una estrategia nacional coordinada, eficaz y
moderna contra este delito que tanto lastima a las y los me-
xicanos.

En Jalisco conocemos bien la dimensión de este problema, de
acuerdo con el Sistema Nacional de Seguridad Pública, en
2024 nuestra entidad registró más de 700 víctimas de extor-
sión denunciadas, lo que nos colocó entre los diez Estados
con mayor incidencia en el país. Pero detrás de esa cifra ofi-
cial se esconde una realidad aún más grave: la enorme “cifra
negra” que representa el 97 por ciento de quienes callan por
miedo a represalias o porque han perdido la confianza en que
la autoridad pueda protegerlos, pues solo el 0.3 por ciento  re-
cupera lo despojado según la ENVIPE.

Pero esta desconfianza tiene rostro y tiene nombre, basta con
recorrer los municipios y comunidades de nuestro Estado pa-
ra escuchar testimonios de nuestra población y lastimosa-
mente siendo las primeros afectados nuestros adultos mayo-
res, que han sido víctimas de amenazas telefónicas,
extorsiones virtuales o intimidaciones, donde cada acto de
extorsión significa un negocio que se cierra, una inversión
que se detiene y una familia que vive con miedo.

Cada vez más familias se ven obligadas a recurrir a présta-
mos impagables para cubrir pagos ilegítimos, víctimas de
engaños de delincuentes que se hacen pasar por familiares,
comandantes, funcionarios, empresas de paquetería o su-
puestos premios, llevándonos a preguntas que no podemos
evadir: ¿de dónde obtienen nuestros datos sensibles quie-
nes cometen estos delitos?, ¿cómo establecen una relación
asimétrica basada en la dominación psicológica?

Frente a esta realidad, resulta evidente que el marco legal
actual es insuficiente, hoy cada Estado establece sanciones
distintas; en Jalisco, por ejemplo, las penas y las multas no
corresponden con la magnitud del daño que la extorsión
provoca, esta disparidad solo debilita la capacidad de res-
puesta del Estado. Con la reforma que hoy discutimos se
pondrá fin a esa dispersión y tendremos un marco unifor-
me, claro y justo que permitirá a las autoridades actuar con
mayor eficacia y garantizar la protección de las víctimas.

Para nuestro país, y para Jalisco, representa más que un
cambio legal: es un paso decisivo hacia la recuperación de
la tranquilidad y hacia la reactivación económica, pues la
extorsión golpea con fuerza a nuestro comercio local, a los
agricultores de Los Altos y la Ciénega, al turismo y a las
industrias.

Homologar la legislación y articular una estrategia nacio-
nal significará que la Secretaría de Seguridad y Protección
Ciudadana, deberán comprometerse con nuestros hogares a
contar con un respaldo jurídico sólido y con una respuesta
institucional que frene a quienes lucran con el miedo, para
esto, exigimos al Consejo Nacional de Seguridad Pública a
remitir un diagnóstico detallado sobre la incidencia delicti-
va en un plazo de 45 días, que refleje la realidad concreta
del país y que no sea meramente declarativa, incluyendo
variables por entidad federativas, municipio, género, con-
dición de vulnerabilidad social y edad respondiendo al
principio de proporcionalidad, asegurando que las medidas
legislativas atiendan de forma específica a los grupos más
expuestos a este delito.

Nuestro trabajo es velar por nuestras comunidades, por la
dignidad de las familias trabajadoras y por la seguridad de
Estados como el que orgullosamente represento, merecien-
do vivir y crecer sin extorsión. Por ello en Acción Nacio-
nal votamos a favor convencidos de que con este paso
avanzamos hacia un México más justo y hacia un Jalisco li-
bre de miedo.

Los delincuentes buscan que actuemos sin pensar; no les
demos ese poder. No nos dejemos intimidar.

Muchas gracias.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de 2025.— 
Diputado Alonso de Jesús Vázquez Jiménez (rúbrica).»
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